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DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA UNA NORMA CONSTITUCIONAL POR 
VIOLAR OTRA DEL MISMO RANGO 

 
Bogotá, D.C., 3 de marzo de 2023. 
 
 
Señores 
HONORABLES MAGISTRADOS 
CORTE CONSTITUCIONAL 
secretaria3@corteconstitucional.gov.co 
Ciudad 
 
Respetados Magistrados: 
 

Referencia: Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso final del artículo 
122 de la Constitución Política de Colombia por violación del inciso tercero del 
artículo 28 de la misma norma superior, con solicitud de suspensión provisional 
de los efectos jurídicos de la norma acusada. 

 
GERMÁN CALDERÓN ESPANA, identificado con C.C. No. 79.426.863 de Bogotá, en uso 
de mis derechos y deberes ciudadanos consagrados en el artículo 40, numeral 6º y 
artículo 95, numeral 7º de la Constitución Política, me dirijo a ustedes respetuosamente 
para interponer acción pública de inconstitucionalidad contra el inciso final del artículo 
122 de la Constitución Política de Colombia por violación del inciso tercero del artículo 
28 de la misma norma superior, la cual fundamento con las siguientes consideraciones 
jurídicas: 
 

ADVERTENCIA PREVIA: 
 
Como constitucionalista, debo advertir que bien conozco que las normas 
constitucionales no son sujetas de acción de inconstitucionalidad, sin embargo, 
claramente, de los análisis jurídicos que presento a continuación, se constata una 
contradicción o una tensión entre normas de igual rango constitucional que están 
afectando a un grupo de ciudadanos condenados por delitos contra el patrimonio 
público, quienes, bajo el concepto de la resocialización, el perdón y una segunda 
oportunidad utilizado en el marco legal del acuerdo final de paz celebrado en La 
Habana, Cuba, como también en las normas que legitiman el nuevo proceso de paz 
total del actual presidente de la República, hace necesario que la autoridad instituida 
para la guarda de la Constitución -Corte Constitucional- sea la que resuelva la tensión y 
dirima la controversia o la contradicción que se planteará. He aquí la relevancia o 
trascendencia constitucional del tema. 
 

1. DE LA NORMA ACUSADA: 
 
La norma acusada es el inciso final del artículo 122 de la Constitución Nacional en el 
que se indica: 
  

ARTICULO 122. (…) “Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley el 
servidor público que sea condenado por delitos contra el patrimonio del Estado, 
quedará inhabilitado para el desempeño de funciones públicas.” (Negrillas fuera de 
contexto). 

 
2. DE LA NORMA CONSTITUCIONAL INFRINGIDA: 

 
La norma acusada viola la siguiente norma constitucional, a saber: 
 
La norma infringida es el Inciso tercero del artículo 28 de la Constitución Política de 
Colombia que dice: 
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ARTICULO 28. (…) “En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por 
deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles.” (Negrillas fuera de 
contexto). 
 

3. RAZONES POR LAS CUALES LA NORMA CONSTITUCIONAL SE CONSIDERA 
INFRINGIDA: 

 
Para el debate que se propone, resulta imperioso establecer que la inhabilidad del 
artículo 122 superior es intemporal, como así ya lo sostuvo la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-652/03, veamos: 
 

“5. La inhabilidad del artículo 122 es intemporal 
  
En desarrollo de su función interpretativa constitucional, esta Corporación tuvo 
oportunidad de definir el alcance del artículo 122 del Estatuto Superior a propósito de una 
demanda dirigida contra el artículo 17 de la Ley 190 de 1995, que permitía la rehabilitación 
de servidores públicos condenados por delitos contra el patrimonio estatal. 
  
Así, en Sentencia C-038 de 1996 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) la Corte Constitucional 
declaró inexequible la citada norma por considerar que la inhabilidad consagrada en el 
artículo 122 Superior es una inhabilidad intemporal que, por su misma naturaleza, impide 
tiempos inferiores de purga. Al respecto, la Corte sostuvo que el texto constitucional no 
permitía al legislador establecer inhabilidades inferiores a la intemporal en el caso de los 
servidores públicos condenados por delitos contra el patrimonio del Estado y para efectos 
de que los mismos pudieran ocupar de nuevo un cargo público. 
  
El sustento de su decisión es el siguiente: 
  

“10. La naturaleza constitucional de la inhabilidad, sólo permite que la ley 
entre a determinar su duración, si la misma Constitución ofrece sustento a 
esta posibilidad. Por esta razón, la diferencia entre las nociones de inhabilidad 
y rehabilitación legal, en modo alguno contribuye a esclarecer el asunto 
debatido. En realidad, la rehabilitación se define por una determinada ley que, 
al establecer un término preciso a la inhabilidad constitucional, habrá de 
requerir justificación autónoma en la Constitución. 
  
“11. La Constitución señala que “en ningún caso podrá haber detención, 
prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad 
imprescriptibles” (C.P. art. 28). De la interpretación sistemática de este 
precepto y de las disposiciones de los artículos 122 y 179-1 y 9 de la Carta, 
puede concluirse que la prohibición de la imprescriptibilidad de las penas, no 
cobija a las inhabilidades que el mismo Constituyente ha instituido, así éstas 
tengan carácter sancionatorio. 
  
“12. El Constituyente puede erigir en causal de ineligibilidad permanente para 
ocupar ciertos cargos públicos, hechos y circunstancias muy diversas, inclusive 
ajenos a la voluntad de las personas, como acontece con la doble nacionalidad 
y el parentesco en algunos casos. No se ve por qué no pueda el Constituyente 
asociar el presupuesto constitutivo de una causal de inhabilidad, a la 
expedición de una sentencia condenatoria por la comisión de un delito contra 
el patrimonio público. La defraudación previa al erario público, es un 
precedente que puede legítimamente ser tomado en consideración por la 
Constitución, para impedir que en lo sucesivo la persona que por ese motivo 
fue condenada penalmente asuma de nuevo el manejo de la cosa pública. El 
propósito moralizador que alienta la Constitución no se ha detenido ante las 
causales de ineligibilidad que por causas idénticas se aplican a los condenados 
que aspiran a ser Congresistas. Si en este evento, en atención a un criterio de 
proporcionalidad de la pena, se autorizara a la ley para imponer un término 
máximo de duración de la inhabilidad contemplada en el artículo 122 de la C.P., 
no sería posible dejar de hacerlo respecto de las restantes inhabilidades 
plasmadas directamente en la Constitución. En esta hipótesis, que la Corte no 
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comparte, la ley estaría modificando el diseño moral mínimo dispuesto por el 
Constituyente.” (Sentencia C-038 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) 
(Subrayas por fuera del original). 

 
Como lo afirma la propia Corte, esta apreciación fue refrendada en otros fallos de la 
Corte, de los cuales vale la pena mencionar los contenidos en las Sentencias C-374/97, 
C-948/02, C-209/00, C-1212/01, C-952/01, C-373/02, C-948/02, y más recientemente en la 
Sentencia C-037/03, no obstante, los nuevos vientos del derecho viviente nos obliga a 
proponer esta clase de debates, como, por parte de ustedes honorables magistrados, a 
resolverlos. 
 
Queda pues definido, que la inhabilidad del inciso final del artículo 122 es una 
inhabilidad sin término, que impide al servidor público afectado por ella volver a ejercer 
función pública alguna. 
 
A partir de este momento, fundo mis argumentos en algunos aspectos aplicables en 
este debate, de la ratio decidendi de la Sentencia C-294 /21, mediante la cual se declaró 
la INEXEQUIBILIDAD del Acto Legislativo 01 de 2020 "por medio del cual se modifica el 
artículo 34 de la Constitución Política, suprimiendo la prohibición de la pena de prisión 
perpetua y estableciendo la prisión perpetua revisable", especialmente, demostrando y 
ratificando lo dicho por la Corte Constitucional en cuanto a que la dignidad humana es 
un eje definitorio de nuestra Carta de derechos y de nuestro Estado Social de Derecho, 
concepto que quedó condensado así: 
 
La Cláusula del Estado Social de Derecho fundado en la dignidad humana como eje 
definitorio de la Constitución de 1991. Al respecto, la Corte Sostuvo: 

  
“51.   El concepto y contenido del Estado Social de Derecho cuenta con una enorme carga 
histórica y doctrinal. Encuentra cimientos dentro de la teoría del Estado Liberal y 
democrático que se concibió en los siglos XIX y XX. El Estado de Derecho tiene como ejes 
esenciales la separación de los poderes públicos, el sometimiento del poder a la ley y la 
protección de los derechos y libertades de las personas. El concepto “social” que luego se 
inserta dentro de este modelo rememora los movimientos y reivindicaciones de la 
sociedad, relacionados con la garantía de una igualdad material ante la ley.  Proviene, 
entre otros, del llamado “Estado bienestar”, el cual se caracterizó por transformarse en un 
Estado Liberal reducido y poco interventor, a pasar a un Estado con un «complejo aparato 
político-administrativo jalonador de toda la dinámica social. Desde este punto de vista el 
Estado social puede ser definido como el Estado que garantiza estándares mínimos de 
salario, alimentación, salud, habitación, educación, asegurados para todos los ciudadanos 
bajo la idea de derecho y no simplemente de caridad». 
  
52.   Según la Corte Constitucional del contenido del preámbulo de la Carta se pueden 
extraer las siguientes premisas: 
  

«a) El Estado es definido a través de sus caracteres esenciales. Entre estos 
caracteres y el Estado la relación es ontológica: El Estado Colombiano es tal, en 
tanto sus elementos esenciales están presentes; no se trata de cualidades, 
capacidades o dotes del Estado, sino de su propia naturaleza, de su propio ser. 
  
b) Los caracteres esenciales del Estado tienen que ver no solo con la organización 
entre poderes y la producción y aplicación del derecho, sino también y de manera 
especial, con el compromiso por la defensa de contenidos jurídicos materiales 
  
(…) 
  
En síntesis, la Constitución está concebida de tal manera que la parte orgánica de 
la misma solo adquiere sentido y razón de ser como aplicación y puesta en obra 
de los principios y de los derechos inscritos en la parte dogmática de la misma. La 
carta de derechos, la nacionalidad, la participación ciudadana, la estructura del 
Estado, las funciones de los poderes, los mecanismos de control, las elecciones, la 
organización territorial y los mecanismos de reforma, se comprenden y justifican 
como transmisión instrumental de los principios y valores constitucionales. No es 
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posible, entonces, interpretar una institución o un procedimiento previsto por la 
Constitución por fuera de los contenidos materiales plasmados en los principios y 
derechos fundamentales.»  

  
53.   El artículo 1° de la Constitución Política de 1991 reconoce a Colombia como un Estado 
Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. El Estado Social y 
Democrático de Derecho define el actuar del poder público a la luz de unos principios 
concretos. Este modelo se diferencia del Estado de Derecho en que, además de garantizar 
el ejercicio de unas libertades básicas a todas las personas, se concentra en tomar todas las 
medidas adecuadas y necesarias para alcanzar la justicia y la igualdad material, «con el 
objetivo de corregir las desigualdades existentes, promover la inclusión y la participación y 
garantizar a las personas o grupos en situación de desventaja el goce efectivo de sus 
derechos fundamentales. De esta forma, el Estado Social de Derecho busca realizar la 
justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las autoridades públicas a los 
principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional». 
  
54.   La Sala Plena de la Corte Constitucional ha establecido que el modelo de Estado Social 
y Democrático de Derecho acogido por la Constitución de 1991 es un eje esencial e 
identitario de la Carta Política. (…). 
  
55.        El Estado Social y Democrático de Derecho más allá de un simple concepto se trata 
de un mandato de actuación para las autoridades del poder público. Así, se ha señalado 
que las disposiciones de la Carta Política deben leerse a la luz de aquel mandato y con 
sustento en sus principios esenciales; (i) la dignidad humana, (ii) el trabajo, (iii) la 
solidaridad y (vi) la igualdad. En efecto, la Corte ha afirmado que como principios básicos 
estructurales de la Constitución se destacan «(i) el principio de Estado de Derecho y la 
prohibición de normas ad-hoc de contenido puramente plebiscitario; (ii) la forma de 
Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana; (iii) el principio 
democrático y de supremacía constitucional; (iv) los principios de igualdad y mérito en el 
acceso a la carrera administrativa; (vi) los principios de democracia participativa y de 
soberanía popular; (v) la separación de poderes, el sistema de frenos y contrapesos y la 
regla de alternancia en el ejercicio del poder.  
  
56.        El modelo del Estado Social de Derecho se enmarca en un estado de naturaleza 
liberal en el que se concibe al individuo desde su libre autodeterminación y, con ello, el 
valor de la dignidad humana es trascendental. Concretamente, en lo relacionado con el 
contenido y alcance de la dignidad humana, la Corte ha establecido que debe 
comprenderse desde dos dimensiones «a partir de su objeto concreto de protección y con 
base en su funcionalidad normativa». Sobre la primera, hace referencia a «(i) La dignidad 
humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de 
determinarse según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana 
entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la 
dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, 
integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones)».[155] En relación con la segunda 
dimensión, debe comprenderse la dignidad humana como (a) un valor fundante del 
ordenamiento jurídico, (b) un principio constitucional y (c) como un derecho fundamental 
autónomo.  
  
57.        En el mismo sentido, la Corte en la sentencia C-288 de 2012 resaltó que el principio 
de la dignidad humana comprende a la persona como un fin en sí mismo, como un ser que 
cuenta con unas capacidades humanas encaminadas a vivir una existencia libre de 
violencia y de humillaciones. La dignidad humana prohíbe a las autoridades estatales 
tratar a las personas como medios o instrumentos y, en cambio, les exige ejercer el poder 
público con el objeto de asegurar condiciones mínimas de subsistencia que ayuden a las 
personas a cumplir con sus proyectos y propósitos de vida.  
  
58.        La jurisprudencia constitucional ha sostenido que «la previsión constitucional 
conforme a la cual el Estado se encuentra fundado en el respeto de la dignidad humana 
impone a las autoridades públicas el deber de adoptar las medidas de protección 
indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos que definen al hombre como 
persona, y entre los cuales se cuentan, la libertad, la autonomía, la integridad física, moral, 
espiritual y cultural, la exclusión de tratos degradantes, la intimidad personal y familiar así 
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como ciertas condiciones materiales de existencia que el Estado social de derecho debe 
garantizar». 
  
59.        Del mismo modo, la Corte ha reconocido que una constitución democrática 
contiene unos mínimos valores que sirven como límites competenciales del poder de 
reforma. Estos ejes definitorios de la Carta se encuentran asociados a un Estado limitado 
«que se fundamenta en la democracia, y garantiza la dignidad y los derechos de la 
persona». De esa forma, la renuncia a tales valores básicos implica cercenar y traicionar la 
identidad democrática de la Carta Política. En palabras de la Sala Plena:  
  

«Una Constitución no es entonces cualquier texto jurídico que se reconozca como 
superior, sino que ha de contener ciertos elementos, tales como la definición de 
una estructura del poder, un sistema de derechos constitucionales, el diseño de un 
sistema democrático, la existencia de un control constitucional, el respeto por la 
dignidad humana, etc. Son estos valores y principios los que construyen la esencia 
de la idea de un poder constitucional limitado. La renuncia a tales valores y 
principios básicos no supone sólo separarse de tal tradición sino, aún más, abjurar 
de la condición de democracia constitucional, pues no será posible concebir un 
poder limitado o, lo que es lo mismo, un Estado organizado por y a partir del 
derecho. Y por ello una reforma constitucional que consagre normas que 
desconozcan ese piso axiológico mínimo de todo régimen constitucional desborda 
las competencias del poder constituyente derivado, no sólo porque subvierte la 
Constitución de 1991, que está comprometida con esos valores, sino además 
porque desvirtúa la idea misma de régimen constitucional». 

  
60.   Acorde con ello, el Estado Social de Derecho fundado en la dignidad humana como eje 
axial de la Constitución, supone la adopción de normas más favorables a la efectiva 
garantía y respeto de los derechos fundamentales de las personas; así como, la abstención 
de adoptar cambios normativos que impliquen su desconocimiento o regresión de las 
medidas previstas para su goce y ejercicio pleno. Así, estos mínimos valores consagrados 
en la Carta reconocen la naturaleza moral, universal, irreversible, inalienable e inderogable 
de la naturaleza y dignidad humana.  
  
61.        Los principios y valores constitucionales coinciden del mismo modo con diversos 
instrumentos internacionales ratificados por Colombia como el artículo 10 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los artículos 5, 6 y 11 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, los cuales reafirman el carácter universal e indivisible 
de la dignidad humana y el reconocimiento de toda persona como un ser racional con 
capacidad de definir su identidad individual y fijar un propio plan de vida de acuerdo con 
sus experiencias. Lo anterior ha derivado en normas imperativas del derecho internacional 
como la prohibición de la esclavitud, la tortura y los tratos crueles inhumanos y 
degradantes.  
  
62.        Ahora bien, estos lineamientos generales sobre el contenido y alcance del Estado 
Social de Derecho y la dignidad humana permean el actuar y las decisiones de los poderes 
públicos estatales. A través del lente de estos ejes definitorios de la Carta Política, la Corte 
ha analizado reformas constitucionales con el fin de definir sus impactos y afectaciones a 
la estructura constitucional. (…)”. 

 

A estas líneas jurisprudenciales, debo agregar que después de recorrer gran parte de mi 
vida académica, los maestros me enseñaron que la mejor forma de concebir y 
comprender a un Poder supremo es crearme mi propio concepto de él, para no decaer 
en disquisiciones y debates entre la ciencia y la fe; en ese mismo sentido, en relación 
con la dignidad humana, aun existiendo toda clase de nociones, he erigido mi propio 
concepto, a saber: “La dignidad humana es aquella condición que le permite al individuo 
reconocerse a sí mismo y ser reconocido por los demás de acuerdo a los niveles de 
felicidad y utilidad que proyecta” 
 
Por esa misma vía, defino cada uno de esos elementos desde mi propia mirada, así: La 
“condición” se refiere al status o posición que tiene una persona ante la sociedad, ante 
los demás; el “reconocerse a sí mismo” es el primer paso que todo individuo debe dar 
para que, una vez entendida su propia naturaleza humana, pueda comprender a los 
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demás y vivir en comunidad pacíficamente; el “ser reconocido por los demás” es el 
resultado del respeto que una persona se da a sí mismo, amasado desde la búsqueda 
permanente del conocimiento en armonía con un desarrollo psíquico y material, con la 
preservación de la salud y la integridad moral, y con los logros y éxitos obtenidos en su 
camino vital; los “niveles de felicidad y utilidad que proyecta” son los estados a los que 
debe aspirar toda persona que vive por su bienestar, su seguridad, su tranquilidad y su 
prosperidad, al servicio de los demás. 
 
Características de una política criminal en el marco de un Estado Social de Derecho: 
 
La Corte Constitucional, en el análisis de la política criminal y penitenciaria inicia 
reconociendo la constitucionalización del derecho penal que impuso límites al 
legislador para su facultad de regulación, porque los derechos fundamentales son los 
orientadores de su alcance, entre ellos, la dignidad humana como limitante al poder 
punitivo del Estado. 
 
En ese marco, el sistema penal acusatorio le concedió mayor relevancia a la 
participación de la víctima en el proceso penal, a la consecución de una reparación 
acorde con el daño sufrido y a la resocialización del delincuente, en síntesis, un mayor 
valor a los derechos humanos en la implementación de la política criminal, con 
elementos esenciales para el cumplimiento de su objetivo, como el carácter preventivo, 
es decir, el uso del derecho penal como última ratio, el respeto por el principio de la 
libertad personal, la efectiva resocialización de los condenados, la imposición de 
medidas de aseguramiento privativas de la libertad en forma excepcional y, 
especialmente, el respeto por los derechos humanos de los internos, sin importar el 
estado en el que se encuentren. 
 
Con ese perfil, la política criminal tiene un eje que materializa la dignidad humana, 
como es la resocialización de la persona condenada como objetivo principal de la pena, 
por lo cual surge necesariamente el siguiente interrogante: ¿Las penas sin término, 
como la inhabilidad intemporal del inciso final del artículo 122 superior, que impide al 
servidor público afectado por ella a volver a ejercer función pública alguna, son idóneas 
para resocializar a los condenados? Una respuesta racional y objetiva, es NO, porque la 
inhabilidad intemporal es la herramienta más invasiva a la dignidad humana del 
condenado que no tendrá una segunda oportunidad de rehacer su vida, de recibir un 
ingreso, de trabajar rehabilitado en la sociedad, y ¿por qué no?, en el sector público. 
 
La Corte ha destacado que, si bien, está previsto por el legislador que una conducta 
debe ser sancionada con una pena, la función de esta no puede ser deshumanizar a las 
personas que han cometido “graves actos delictuosos”, al tratarlos de “bestias”, 
“salvajes”, entre otros calificativos que pretenden marginarlos de la humanidad para 
justificar sanciones desproporcionadas y degradantes, y por el contrario, «el 
compromiso de una sociedad con la dignidad humana se reconoce, en gran medida, por 
la manera como se respetan los derechos de las personas privadas de la libertad», 
agregando que, “en el marco de una sociedad democrática, fundada en el principio de la 
dignidad humana, se debe evitar a toda costa deshumanizar al delincuente, imponiéndole 
penas que configuren tratos crueles, inhumanos o degradantes.” 
 
Por esto, el máximo tribunal constitucional le atribuye a la resolución del condenado, 
tal vez el objetivo más importante a la política criminal de la mano con la efectiva 
persecución del delito y alcanzar una convivencia social sana. En ese sentido, sostuvo: 
 

“Como es natural, no siempre es fácil hacer compatibles estos distintos 
principios de fundamentación del sistema penal, pues en ocasiones los fines de 
prevención general aconsejan penas muy severas, mientras que las políticas de 
resocialización sugieren penas bajas. Así, dice al respecto Herbert Hart, que "las 
penas que estimamos necesarias como amenaza para maximizar la obediencia 
al Derecho, pueden convertir al transgresor a quien se imponen, en un enemigo 
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inflexible de la sociedad; mientras que el recurso a medidas rehabilitadoras 
puede disminuir la eficacia y ejemplaridad del castigo en los demás"[10][182].  Sin 
embargo, a pesar de esas inevitables tensiones y discusiones, lo cierto es que 
durante la ejecución de las penas debe predominar la búsqueda de 
resocialización del delincuente, ya que esto es una consecuencia natural de la 
definición de Colombia como un Estado social de derecho fundado en la 
dignidad humana (CP art. 1º), puesto que el objeto del derecho penal en un 
Estado de este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su 
reinserción en el mismo. (resaltado fuera del texto original)».  

  
Honorables magistrados, cuando uno como ciudadano lee estas líneas, quisiera que la 
realidad material de la problemática carcelaria y penitenciaria de nuestro país fuera 
otra, pero, además, se me vienen a la cabeza los fundamentos de un acuerdo de paz 
como el celebrado entre el gobierno nacional y las FARC en La Habana, Cuba, o aquellos 
sobre los cuales se erige actualmente los acuerdos que intenta hacer el gobierno 
nacional actualmente para el logro de una paz total, como así también, me sirven de 
sustento para determinar que una persona que ha sido condenada, aun por delitos 
contra el patrimonio económico, debe tener una segunda oportunidad, un perdón de la 
sociedad, una posibilidad de volver a ocupar un cargo público, porque sin estos 
elementos, la resocialización termina convirtiéndose en letra muerta y en un factor de 
violación flagrante del postulado constitucional del artículo 28 que prescribe que “En 
ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni 
penas y medidas de seguridad imprescriptibles.” (Negrillas y coloreado fuera de 
contexto). 
 
La Corte lo ve también así, cuando afirma que “la prevención negativa como finalidad de 
la pena -como la inocuización y la intimidación – es contraria a la dignidad humana, toda 
vez que «materializan la cosificación del individuo, a través de su exposición como lo 
negativo, lo que no debe ser (…) como la negación de toda posibilidad de superar y 
trascender al ser humano que delinquió un día; en el fondo, es exponer ante el colectivo 
social, al delincuente como una persona que ni merece una segunda oportunidad ni puede 
intentar resarcir su daño ni mucho menos merecer cualquier clase de perdón». Con 
sustento en ello, la Sala señaló que la prohibición de la imprescriptibilidad de las penas se 
encuentra vinculada inescindiblemente al reconocimiento de la dignidad humana y a la 
garantía de resocialización de la persona condenada o sancionada.” 
 
Por ello, en la sentencia en estudio, la Corte, en razón de la importancia que tenía para 
el asunto estudiado frente a la cadena perpetua, hizo énfasis en el componente de la 
resocialización del delincuente, estudiando rigurosamente el marco normativo y 
jurisprudencial del fin resocializador de la pena en el Estado Social de Derecho fundado 
en la dignidad humana y exponiéndolo con gran sabiduría, que me aparto de hacer 
algún esfuerzo por darle valor agregado, porque en mi sentir, todo lo dijo, así: 
  

“78.   El concepto de resocialización no aparece en el texto original de la Constitución 
Política de 1991. En realidad, se incluye actualmente con el Acto Legislativo que se 
estudia en esta ocasión. Como se explicó antes, la jurisprudencia constitucional ha 
interpretado las normas superiores de tal forma que le otorga prelación al fin 
preventivo especial de la pena, el cual se traduce en la necesidad de resocializar o 
readaptar al condenado. Sustento de lo anterior lo ha ilustrado la jurisprudencia a 
través del contenido del preámbulo (Estado Social de Derecho y el principio de dignidad 
humana) y de los artículos 12 (prohibición de penas crueles, inhumanas y degradantes), 
28 inc. 3 («En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni 
penas y medidas de seguridad imprescriptibles»), 29 inc. 4 (derecho a impugnar la 
sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho) y, antes de la 
reforma constitucional actual, 34 (prohibición de la pena de prisión perpetua).  
  
79.   Esta interpretación jurisprudencial es armónica con lo establecido en los tratados 
internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad. El artículo 10.3 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece: «El régimen penitenciario 
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consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y readaptación 
social de los penados». La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su 
artículo 5.2 señala «Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano» y el 5.6 establece 
concretamente, «6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial 
la reforma y la readaptación social de los condenados».  
  
80.   La resocialización puede ser entendida como un conjunto de medidas, actividades 
o técnicas de tratamiento social o clínico que pretenden «cambiar la conducta del 
interno. Volver a socializarse, lo que significa aprender las expectativas sociales e 
interiorizar normas de conducta. Resocializarse es volver a valer como ser social 
conforme quiere la sociedad, esto implica reconocimiento. La técnica que se maneja es 
el cambio de actitud y de valores. Se confunde con el cambio de delincuente en un buen 
interno».[189] 
  
81.   En la historia antigua cometer una conducta dañosa para la comunidad tenía como 
consecuencia sanciones corporales crueles, las cuales se consideraban propias a la 
gravedad de los delitos. En el Estado moderno gobernado por el sometimiento del 
poder público a la ley y a los derechos fundamentales, las penas son entendidas como 
restricciones o privaciones de ciertos bienes.[190] Actualmente las penas que se imponen 
afectan los derechos a la libertad (penas de cárcel), a la propiedad (penas pecuniarias) y 
a la vida (pena de muerte). Esta última es tal vez un rezago de las penas corporales 
infligidas en la antigüedad. En la modernidad las penas atienden a principios de 
legalidad, abstracción, cuantificación y proporcionalidad, pues la ley previamente 
establecida define un quantum relacionado con la gravedad de la conducta (bien sea, el 
tiempo de restricción de la libertad o la multa en las pecuniarias).  
  
82.   En particular, la pena privativa de la libertad en un centro carcelario ha sido la 
alternativa principal y central de los sistemas punitivos modernos. Todos los demás 
derechos del condenado, como lo son la integridad física, la vida, la dignidad humana, la 
salud, la educación, entre otros, son inviolables y, por tanto, deben quedar al margen 
de la intervención estatal.  Por eso, la Corte ha reiterado la importancia de reconocer la 
relación de especial sujeción que tienen las personas privadas de la libertad, que exige 
al Estado una protección mínima de sus derechos al estar bajo su custodia:  
  

«Si bien es cierto que la condición de prisionero determina una drástica 
limitación de los derechos fundamentales, dicha limitación debe ser la 
mínima necesaria para lograr el fin propuesto. Toda limitación adicional 
debe ser entendida como un exceso y, por lo tanto, como una violación 
de tales derechos. La órbita de los derechos del preso cuya limitación 
resulta innecesaria, es tan digna de respeto y su protección 
constitucional es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no 
sometida a las condiciones carcelarias. Los derechos no limitados 
del sindicado o del condenado, son derechos en el sentido pleno del 
término, esto es, son derechos dotados de poder para demandar del 
Estado su protección. || Además de ser jurídica, pública y judicial, la 
pena debe ser también necesaria, útil y proporcional. Toda pena, 
independientemente del delito del cual provenga, debe respetar unas 
reglas mínimas relativas al tratamiento de los reclusos, que se 
encuentran ligadas, de manera esencial, al concepto de dignidad 
humana y al principio según el cual la pena no tiene por objeto el infligir 
sufrimiento corporal».  

  
83.   De ese modo, como se ha venido explicando, el objetivo de la pena de cárcel es 
principalmente el de la prevención especial positiva, es decir, «se debe buscar ante todo 
la resocialización del condenado, obviamente dentro del respeto de su autonomía y 
dignidad».[195] La resocialización tiene muchas formas de alcanzarse. La Corte, por 
ejemplo, ha reconocido que garantizar formas de trabajo y educación dentro de la 
cárcel permiten al condenado tener esperanza para salir de nuevo a retomar su vida en 
comunidad. En palabras de la Corte:  
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«En efecto, el trabajo desarrollado por los presos es un medio 
indispensable - junto con el estudio y la enseñanza - para alcanzar el fin 
resocializador de la pena, y hace parte integrante del núcleo 
esencial del derecho a la libertad (CP art. 28), pues tiene la virtud de 
aminorar el tiempo de duración de la pena a través de su rebaja o 
redención (C.P.P. arts. 530 a 532). Consecuencia de lo anterior es la 
obligación del Estado de proveer a los reclusos puestos de trabajo que 
contribuyan a su readaptación social progresiva, a la vez que permitan, 
en caso de existir familia, el cumplimiento de sus obligaciones 
alimentarias». 

  
84.   El reconocimiento de la resocialización como fin principal de la pena de prisión se 
sustenta en la dignidad humana del individuo, pues se confirma que la persona 
condenada no pierde su calidad humana y, en consecuencia, el Estado debe brindarle 
alternativas que le permitan reconocer el daño que causó, pero al mismo tiempo, 
incentivar un nuevo inicio afuera de la cárcel. Por eso la resocialización puede cumplirse 
a través de distintas formas, tales como la educación, el trabajo, la cultura, la 
recreación, el mantenimiento de los lazos familiares, terapias de salud mental y física, 
entre otras actividades.  
  
(…) 
 
La Corte advirtió que como finalidad de las penas la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos consagra en su artículo 5.6 "la reforma y la readaptación social de los 
condenados", texto que al ser parte del bloque de constitucionalidad también es 
manifestación directa de la Carta Política. En ese sentido, estableció que, si la pena no 
ofrece la posibilidad de materializar la resocialización a través de distintas alternativas, 
debía entenderse que la condena es inconstitucional, pues en realidad solo cumple con 
un fin retributivo cercano a la venganza. Con sustento en lo anterior concluyó:  
  

«Así las cosas, debe reiterarse que la esperanza de reintegración social 
de la persona que comete un delito, después que purgue una condena 
necesaria, razonable y proporcionada, es una expresión de la dignidad 
humana, establecida como pilar sobre el que se funda el Estado social y 
democrático de derecho, la cual debe ser observada por el legislador al 
momento de diseñar la política criminal y aplicar el principio pro infans, 
así como por los demás poderes públicos al momento de ponerlas en 
práctica, específicamente en la etapa de ejecución de la sanción penal, 
dado que el tratamiento penitenciario tiene como fin recuperar al 
infractor para que una vez vuelva a la vida en libertad integre el 
conglomerado social. 
  
La reinserción social constituye una expectativa individual para el 
penado y social para la comunidad, ya que en ambas dimensiones se 
espera la reparación del daño causado y que tanto la víctima como el 
infractor vuelvan a ser parte de la sociedad, siendo los únicos 
instrumentos terapéuticos de resocialización previstos en nuestro 
ordenamiento jurídico el trabajo, el estudio , la enseñanza, el deporte y 
las actividades artísticas, lo cual guarda armonía con el artículo 10.3 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
  
Con base en lo expuesto, la negativa a reconocer la redención de pena a 
una persona condenada por delitos contra menores de 14 años de edad, 
a pesar de que la ley lo estableció como un derecho para las personas 
privadas de la libertad y el demandante acredita el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para ello, constituye una vulneración del principio de 
igualdad, en virtud del cual las personas tienen derecho a recibir la 
misma protección y trato por parte de las autoridades». 

  
En esta ocasión, y en el marco de las consideraciones transcritas, la Sala Sexta de 
Revisión de Tutelas amparó los derechos fundamentales del accionante al encontrar 
que el juez penal le estaba cercenando su expectativa de resocialización.  



Germán Calderón España 
Constitucionalista 

Magíster en Derechos Humanos y Sistemas de Protección 
 

germancalderone@yahoo.es 10 

  
(…) 

  
94.        En la sentencia C-407 de 2020 la Sala Plena conoció una demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la Ley 1918 de 2018. Los 
demandantes argumentaron que la inhabilitación impuesta en el artículo 1° era contraria 
al principio de legalidad y a la prohibición de penas imprescriptibles de la Constitución 
Política.  
  
Para efectos de la presente providencia, la Sala Plena analizó si «¿la pena accesoria 
contenida en el artículo 219-C del Código Penal --que dispone como pena o 
consecuencia jurídica de un delito, la inhabilitación de quienes hayan sido condenados 
por la comisión de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales de persona 
menor de 18 años, a efecto de ocluir el desempeño de cargos, oficios, o profesiones que 
involucren una relación directa y habitual con menores de edad en los términos que 
establezca el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-- desconoce la dignidad 
humana pues: i) constituye una pena cruel e inhumana (artículo 12 C.Pol), ii) vulnera el 
derecho a la intimidad y al buen nombre (artículo 15 C.Pol), iii) desconoce la prohibición 
constitucional de penas imprescriptibles (artículo 28 C.Pol) y iv) afecta el debido 
proceso (artículo 29 C.Pol)?».  
  
La Corte encontró que la inhabilidad en sí misma con un límite temporal determinado y 
cierto era una medida constitucional, pues cumple con un fin constitucionalmente 
imperioso y resulta proporcional e idónea. No obstante, el hecho de que fuera 
intemporal configuraba una violación de los principios constitucionales. Por tanto, 
resolvió declarar el artículo 1° exequible «en el entendido que la duración de la pena 
accesoria referida en la mencionada disposición deberá sujetarse a los límites 
temporales que para dichas penas establezca el Código Penal», pues encontró que la 
pena accesoria intemporal constituía una violación a la dignidad humana y al artículo 28 
de la Constitución. En palabras de la Sala:  
  

«Por lo anterior, la regla que elimina toda posibilidad de imponer penas 
imprescriptibles, esto es, que no tengan un término definido, cierto, 
indiscutible, es una garantía constitucional que obliga al Estado a 
enfocarse en la función resocializadora de la pena, que como se dijo 
antes, se funda a su vez en el contenido preponderante de la dignidad 
humana. En este sentido, el ejercicio del derecho penal no debe guiarse 
únicamente por su dimensión de intimidación (imposición de penas a los 
infractores y establecimiento como mecanismo de estabilización de las 
estructuras fundamentales de la sociedad), sino que debe dirigirse a la 
rehabilitación social del infractor. Incluso cuando el Decreto 100 de 1980 
(Código Penal de 1980), prescribía medidas de 
seguridad indefinidas para algunas formas de inimputabilidad, de 
manera temprana esta Corte retiró tal posibilidad por irrespetuosa de la 
dignidad de la persona humana.  
  
Así las cosas, tanto la Constitución (artículos 1°, 28 y 29), como la 
jurisprudencia constitucional, el derecho internacional y el 
ordenamiento jurídico, entienden que el Estado debe adoptar políticas 
públicas integrales, orientadas a la readaptación social y la rehabilitación 
personal de los penados; sin que por lo tanto resulte consecuente con 
tales exigencias el establecimiento de penas principales o accesorias 
perpetuas. En fin, el discurso resocializador es algo que se propugna 
ciertamente de la pena de prisión, y de ahí la negación de la posibilidad 
legal de la perpetuidad por conspirar con el mismo; sin embargo, si 
justamente lo que se pretende es la reinserción social de quien ha sido 
aherrojado, todo aquello que obstaculice de manera grave y definitiva 
sus posibilidades de injerirse con todas sus dimensiones, en la sociedad, 
debe removerse. Por ello las penas accesorias –que son auténticas 
penas, no se dude de ello— se nutren de las mismas aspiraciones. De 
no, sería una evidente contradictio in adiecto el exigir penas finitas de 
encierro físico con inhabilidades perpetuas, pues, justamente el 



Germán Calderón España 
Constitucionalista 

Magíster en Derechos Humanos y Sistemas de Protección 
 

germancalderone@yahoo.es 11 

desarrollo de las potencias y capacidades de la persona humana, será lo 
que le permita interiorizar el conjunto de valores y principios propios de 
la democracia, y poder de esa manera llevar en el futuro, una vida sin 
delitos». (énfasis del texto original) 

  
(…) 
  
97.        En síntesis, la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho somete el 
ejercicio del poder punitivo del Estado a unos límites indiscutibles, como lo son la 
dignidad humana, la igualdad y la libertad. Por tanto, la política criminal diseñada e 
implementada en un Estado de esta naturaleza se caracteriza por basarse unos 
principios humanitarios que reconocen a la persona procesada penalmente, y 
posteriormente condenada, unos derechos inalienables que, aun habiendo causado un 
daño grave a la convivencia en comunidad por la comisión de un delito, deben ser 
asegurados y protegidos por el Estado. La función preventiva especial de la pena 
privativa de la libertad es esencial en la política criminal humanista y garantista. Por ello, 
figuras como la redención de penas y subrogados penales son mecanismos que 
incentivan a la persona condenada a realizar actividades de resocialización, que al final 
es una expresión del reconocimiento de su dignidad humana.” 

 
Entonces, aterrizando los conceptos antes reseñados, acudo a la aplicación del 
principio lógico de no contradicción, el cual, enunciado ontológicamente, afirma que 
“nada puede ser y no ser juntamente” o “no se puede afirmar y negar juntamente una 
misma cosa de un mismo sujeto”, para demostrar que la norma acusada es 
contradictoria con la norma infringida. Veamos: 
 

Norma acusada Norma infringida 
Inciso final del artículo 122 de la Constitución 
Política de Colombia que se indica: 
  

ARTICULO 122. (…) “Sin perjuicio 
de las demás sanciones que 
establezca la ley el servidor 
público que sea condenado por 
delitos contra el patrimonio del 
Estado, quedará inhabilitado 
para el desempeño de funciones 
públicas.” (Negrillas fuera de contexto). 

Inciso tercero del artículo 28 de la 
Constitución Política de Colombia que dice: 
 

ARTICULO 28. (…) “En ningún 
caso podrá haber detención, 
prisión ni arresto por deudas, ni 
penas y medidas de seguridad 
imprescriptibles.” (Negrillas fuera de 
contexto). 

 

 
La primera es contradictoria frente a la segunda, pues no puede existir una inhabilidad 
intemporal para el desempeño de funciones pública, como la que pesa sobre un 
servidor público condenado por delitos contra el patrimonio del Estado, cuando la 
segunda proscribe radicalmente la existencia de penas imprescriptibles. 
 
Por lo anterior, se viola el principio lógico de no contradicción porque no es admisible 
que se prohíban las penas imprescriptibles, mientras se establece una pena intemporal, 
extrañamente dentro del mismo texto constitucional. 
 
Violación de normas supranacionales que hacen parte del derecho internacional de los 
derechos humanos: 
 
La Corte Constitucional también se ocupó en la Sentencia C-294 /21 de las normas 
supraconstitucionales que hacen parte del sistema universal de los derechos humanos, 
advirtiendo lo siguiente: 
  

“120.       Sistema universal de protección de los derechos humanos. El Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos[289] establece en su artículo 7° que «nadie 
puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes». 
El artículo 10° consagra que «3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento 
cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados».  
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La interpretación que ha hecho el Comité de Derechos Humanos sobre esta disposición 
puede verse en los siguientes documentos. En la Observación General No. 9 el Comité 
de Derechos Humanos afirmó que el «respeto debido de la dignidad humana» 
constituye la base de las obligaciones estatales dirigidas a garantizar la resocialización 
de las personas privadas de la libertad y las condiciones de detención. En la Observación 
General No. 20 el Comité señaló que «el confinamiento solitario prolongado de la 
persona detenida o presa puede equivaler a actos prohibidos por el artículo 7», es decir, 
a la prohibición de penas crueles, inhumanas y degradantes.  La Observación General 
No. 21 reiteró que «[n]ingún sistema penitenciario debe estar orientado a solamente el 
castigo; esencialmente, debe tratar de lograr la reforma y la readaptación social del 
preso». 
  
(…) 
  
Igualmente, las Reglas mínimas de Naciones Unidas para el tratamiento de los 
reclusos (1957) establecen dentro de sus principios:  
  

«60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las 
diferencias que puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre en 
cuanto estas contribuyan a debilitar el sentido de responsabilidad del 
recluso o el respeto a la dignidad de su persona. 2) Es conveniente 
que, antes del término de la ejecución de una pena o medida, se 
adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno 
progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, 
según los casos, con un régimen preparatorio para la liberación, 
organizado dentro del mismo establecimiento o en otra institución 
apropiada, o mediante una liberación condicional, bajo una vigilancia 
que no deberá ser confiada a la policía, sino que comprenderá una 
asistencia social eficaz. || 61. En el tratamiento no se deberá recalcar el 
hecho de la exclusión de los reclusos de la sociedad, sino, por el 
contrario, el hecho de que continúan formando parte de ella. Con ese 
fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de organismos de la 
comunidad que ayuden al personal del establecimiento en su tarea de 
rehabilitación social de los reclusos». 

  
(…) 
  
En la sentencia C-578 de 2002 la Corte Constitucional realizó el control de 
constitucionalidad de la ley aprobatoria del Estatuto de la Corte Penal Internacional. En 
lo relacionado con las disposiciones mencionadas advirtió que era una competencia 
atribuida a la Corte Penal y no para las autoridades judiciales internas: «En cuanto al 
tratamiento de la pena de reclusión a perpetuidad, prohibida en nuestro ordenamiento, 
pero prevista en el Estatuto de Roma, se tiene que el Acto Legislativo 02 de 2001 
autorizó dicho tratamiento diferente para los crímenes de competencia del Estatuto de 
Roma, pero no faculta a las autoridades nacionales a aplicar este tipo de pena cuando 
juzguen alguno de los crímenes señalados en el Estatuto de Roma. || Según el Estatuto, 
la reclusión a perpetuidad como pena no es absoluta ni definitiva; por el contrario, 
después de 25 años, la Corte Penal Internacional está obligada a examinar la pena para 
determinar si ésta puede reducirse, con lo que se deja a salvo la esperanza para el 
condenado de algún día recobrar su libertad y concilia el principio de la dignidad 
humana del condenado con los principios de justicia y de protección de los derechos de 
las víctimas y de sus familiares». 
  
122.       Sistema europeo de protección de derechos humanos. El estándar en el sistema 
europeo fue definido por la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el 
caso Vinter contra Reino Unido (2013), en el cual estableció que la cadena perpetua es 
compatible con el Convenio Europeo de Derechos Humanos solo si es posible su 
revisión o reducción. En esa medida, cuando se quebrantan los principios de 
proporcionalidad y de no irreductibilidad de la pena, ésta es contraria a lo establecido 
en los artículos 3 (prohibición de la tortura) y/o 5 (derecho a la libertad y a la seguridad) 
del Convenio.  Para el Tribunal Europeo es necesario que la legislación penal establezca 
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la posibilidad de que la persona condenada pueda ser liberada, pues de lo contrario, si 
es negada de forma absoluta esta oportunidad, la prisión constituiría una pena cruel, 
inhumana y degradante. Esto es lo que se denomina el “derecho a la esperanza”, esa 
necesidad de expectativa legítima del sujeto de poder volver a la sociedad.  
  
(…) 
  
El estándar establecido por el Tribunal Europeo se sustenta en la dignidad humana y en 
el reconocimiento de la capacidad de cambio del ser humano privado de la libertad. De 
ese modo, «la dignidad, con otras palabras, exige que el Estado organice la ejecución de 
las penas sobre la creencia antropológica de que todo penado puede cambiar y, en 
consecuencia, prevea una oportunidad factible de reinserción». Por esto, el derecho a la 
esperanza se traduce en un mecanismo legal efectivo que procure a la persona la 
posibilidad de que la sentencia sea revisada y que haya oportunidades serias de 
liberación. La sentencia debe ser reducible de iure y de facto, es decir, no basta con que 
la ley establezca un término determinado de revisión de la pena de prisión perpetua, 
sino que las circunstancias de resocialización y condiciones que se impongan sean 
alcanzables por la persona privada de la libertad. No pueden ser condiciones ilusorias o 
de imposible cumplimiento (T.P. and A.T. v. Hungary, 2016; Petukhov v. Ucrania, 2019). 
  
(…) 
  
124.       Por otra parte, el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas 
o tratos inhumanos o degradantes ha señalado que una pena de prisión perpetua en la 
que no se prevé la posibilidad de la persona para ser puesta en libertad, elimina el 
sustento esencial de este castigo que es la rehabilitación. Según el Comité, la prisión a 
largo plazo genera efectos desocializadores. Por esto, en el cumplimiento de este tipo 
de penas las personas privadas de la libertad deben tener acceso a actividades de 
diversa naturaleza que les permita desarrollar su vida diaria y que fomenten su 
autonomía individual y responsabilidad personal. Para el Comité, que una persona sea 
condenada a una cadena perpetua sin ninguna esperanza de salida, configura una pena 
inhumana. Entre otros, el Comité definió una serie de principios que deben observarse 
en la aplicación de penas de prisión de larga duración o de duración perpetua. La 
“responsabilidad” y el “progreso”, implican que la prisión debe ofrecer oportunidades 
para recuperar y ejercer la autonomía bajo la responsabilidad del entorno social, esto 
incluye, establecer un plan o programa diseñado para que la persona condenada 
alcance la resocialización.  
  
125.       Sistema interamericano de protección de derechos humanos. Los numerales 2 y 6 
del artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establecen (i) la 
prohibición de someter a la persona a tortura o penas crueles, inhumanos y 
degradantes y (ii) “[l]as penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial 
la reforma y la readaptación social de los condenados”, respectivamente.  
  
En la sentencia del caso Mendoza y otros contra Argentina (2013) la Corte se refirió por 
primera vez a la prisión perpetua aplicada a personas menores de edad. Señaló que 
conforme a los estándares de la Convención Americana y a la Convención sobre los 
derechos del niño de Naciones Unidas la pena de prisión para una niña, niño o 
adolescente debe ser la última ratio, excepcional, de muy corta duración y debe contar 
con revisiones periódicas que le permitan al menor alcanzar la libertad a través de 
programas de libertad anticipada o condicional. Con sustento en ello estableció que las 
penas de prisión perpetua aplicadas a personas menores de edad son contrarias a la 
Convención Americana porque desconocen la resocialización. En palabras de la Corte 
IDH:  
  

«166. Con base en lo anterior, de conformidad con el artículo 5.6 de la 
Convención Americana, el Tribunal considera que la prisión y reclusión 
perpetuas, por su propia naturaleza, no cumplen con la finalidad de la 
reintegración social de los niños. Antes bien, este tipo de penas 
implican la máxima exclusión del niño de la sociedad, de tal manera que 
operan en un sentido meramente retributivo, pues las expectativas de 
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resocialización se anulan a su grado mayor. Por lo tanto, dichas penas 
no son proporcionales con la finalidad de la sanción penal a niños. 
[…] 
  
[174] Los castigos corporales, la pena de muerte y la prisión perpetua 
son las principales sanciones que son motivo de preocupación desde el 
punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos. Por 
lo tanto, este ámbito no sólo atiende a los modos de penar, sino 
también a la proporcionalidad de las penas, como ya se señaló en esta 
Sentencia […]. Por ello, las penas consideradas radicalmente 
desproporcionadas, así como aquellas que pueden calificarse de 
atroces en sí mismas, se encuentran bajo el ámbito de aplicación de las 
cláusulas que contienen la prohibición de la tortura y los tratos crueles, 
inhumanos y degradantes. Al respecto, la Corte observa que, en la 
sentencia de los casos Harkins y Edwards Vs. Reino Unido, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (en adelante, “el Tribunal Europeo”) 
estableció que la imposición de una pena que adolece de grave 
desproporcionalidad puede constituir un trato cruel y, por lo tanto, 
puede vulnerar el artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, que corresponde al artículo 5 de la Convención Americana.»  

  
Con base en lo anterior, la Corte IDH concluyó que en el caso Mendoza y otros, el 
Estado de Argentina a pesar de contar legalmente con unas condiciones para alcanzar 
la libertad no permitía «la revisión periódica constante de la necesidad de mantener a la 
persona privada de la libertad». Así, adujo que la prisión perpetua para menores no 
cumple con el fin de reintegración y, por tanto, es contraria a la Convención. Además, 
resaltó que toda pena que sea desproporcional configura una pena cruel, inhumana y 
degradante que constituye una violación del artículo 5.6 de la Convención Americana. 
  
126.       Por otra parte, cabe señalar que la prisión perpetua es una de las causales que 
permite a un Estado negarse a entregar a una persona en extradición. Así lo contempla 
la Convención Interamericana sobre Extradición en su artículo 9 ratificado por Ecuador, 
Panamá y Venezuela,[306] países vecinos a Colombia.  
  
127.       En síntesis, en el derecho internacional de los derechos humanos, tanto a nivel 
universal como regional, pueden extraerse los siguientes estándares básicos: (A) la 
prohibición de penas crueles, inhumanas y degradantes; (B) la resocialización y 
readaptación de la persona condenada debe ser el fin principal de la pena de prisión; (C) 
la pena de prisión perpetua está prohibida en personas menores de edad,[308] y 
excepcionalmente podría ser impuesta con la posibilidad de excarcelación, y (D) la pena 
de prisión perpetua es una pena cruel, inhumana y degradante, salvo si se garantiza su 
revisión periódica con la posibilidad real y material de liberación (Tribunal Europeo).  

 
Honorables magistrados, estas disertaciones sobre el tratamiento de la cadena 
perpetua en los sistemas internacionales de protección de los derechos humanos, son 
perfectamente aplicables al debate propuesto en esta demanda, toda vez que, tanto la 
cadena perpetua como la inhabilidad intemporal de la norma acusada, son, como su 
nombre lo indican, a perpetuidad, irredimibles, eternas que no permiten la 
resocialización del condenado y le coarta el “derecho a la esperanza”, la posibilidad de 
ser perdonado por la sociedad y de una segunda oportunidad, lo que las convierte en 
penas crueles, inhumanas y degradantes. 
 
Impactos individuales de la inhabilidad intemporal de la norma acusada, en igual 
sentido, a los impactos descritos por la Corte Constitucional de la cadena perpetua: 
 
Así como la cadena perpetua produce impactos individuales e institucionales, la 
inhabilidad intemporal de la norma acusada también los genera, entre ellos, los efectos 
en la salud mental y física de las personas que aun cumpliendo su pena, se ven 
relegados a no poder ejercer un cargo público, efectos que se traducen en estadios de 
depresión y ansiedad, el sentirse tachado por la sociedad y la institucionalidad, el no 
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poder servir a su país desde lo público, sometimiento a una baja autoestima y a 
sentimiento de desconfianza permanentes, entre otros, por lo cual, la resocialización, 
como una forma de reconocimiento de la dignidad humana debe reconoce la capacidad 
de autodeterminación de la persona para concebirse a sí misma, de ser quien quiere ser 
y su posibilidad de volver a la vida en comunidad con todos sus derechos políticos que 
le permitan servirse y servirle a los demás. 
 
Por todo lo anterior, Honorables Magistrados, solicito respetuosamente se declare la 
inconstitucionalidad o inexequibilidad de la norma acusada y como consecuencia, se 
retire del ordenamiento jurídico colombiano. 
 

4. SOLICITUD DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LOS EFECTOS JURÍDICOS DE LA 
NORMA ACUSADA: 

 
Teniendo en cuenta un reciente pronunciamiento de la Corte Constitucional, mediante 
el cual se atribuye la facultad de suspender leyes que estén en marcha, como una 
medida excepcional y, mientras se estudia el fondo de la presente demanda de 
inconstitucionalidad, solicito respetuosamente a ustedes honorables magistrados, 
suspender provisionalmente los efectos jurídicos de la norma acusada, por ser 
abiertamente incompatible con el inciso tercero del artículo 28 superior y causar 
efectos irremediables que harían que la decisión que la Corte Constitucional tome 
finalmente, sea ineficaz, inocua y no tenga un efecto real sobre las personas 
condenadas por delitos contra el patrimonio económico, quienes pierden con la norma 
acusada el derecho a la esperanza, al perdón, a una segunda oportunidad y a ocupar 
cargo público en el resto de sus vidas, así como también, soportada en los argumentos 
propuestos en este debate constitucional. 
 

5. COMPETENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL: 
 
Conforme a los artículos 241 de la Constitución Política de Colombia y 43 de la Ley 270 
de 1996, corresponde a la Corte Constitucional la guarda de la integridad y supremacía 
de la Constitución, y con tal fin, cumplirá la función de “Decidir sobre las demandas de 
inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su 
contenido material como por vicios de procedimiento en su formación”, en el presente 
caso, haciendo extensiva esa facultad a la revisión de las normas constitucionales que 
son contradictorias con otras del mismo texto y rango constitucional. 
 
Por su parte, el Decreto Legislativo 2067 de 1991 establece el régimen procedimental de 
los juicios y actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional. 
 
Son ustedes competentes, honorables magistrados, para conocer y fallar sobre esta 
demanda. 
 

6. NOTIFICACIONES: 
 

El suscrito recibe notificaciones vía correo electrónico: germancalderone@yahoo.es 
 

De los honorables magistrados, atentamente, 
 
 
 
 

GERMÁN CALDERÓN ESPANA 
C.C. No. 79.426.863 de Bogotá. 

 
 


